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Colombia en la Década de los Noventa: 
Crisis de lntegraci6n Polrtica y Social* 
Sergio de Zubiría S. y Luis Javier Orjuela E.** 

La complejidad geográfica del territorio, la escasa infraestructura vial y social, la debilidad del 

poder j•tdicial, las dificultades del control policivo, la incapacidad reformista de /m partidos 

tradici• 1a/es, son condiciones favorables para el de.~arrollo de la parainstitucinnalidad y para 

que el vacío dejado por el Estado sea llenado por el clientelismo, los narcotraficantes, los gru­

po.< guerrilleros, los grupos de defensa y la justicia privada. 

e olombia, al igual que un grupo 
significativo de países latinoa­
mericanos, se caracteriza en la 

actualidad por profundas e inciertas 
mutaciones en la estructura del Estado, 
nuevos escenarios de la conflictividad y 
de la integración social y complejos 
procesos de reestructuración económi­
ca. Esta situación se articula con ten­
dencias desintegradoras generadas en 
las últimas tres décadas por la confluen­
cia de una serie de factores tales como: 
a) la acelerada y caótica urbanización 
resultado de un proceso de industriali­
zación y de la migración de la pobla­
ción rural a las grandes ciudades, gene­
rada por dicho proceso y por el desa­
rraigo causado por las múltipll:'s violen-

cias que han afectado al campo colom­
biano en los últimos años, b) el tipo de 
secularización que se ha producido en 
Colombia desde los años sesenta, e) las 
tensiones y ambigüedades de la rela­
ción entre los procesos de moderniza­
ción y democratización, d) la persisten­
cia de una débil "cultura institucional 
democrática", e) la imposición generali­
zada de "ajustes económicos" que no se 
traducen en regímenes más representa­
tivos social y culturalmente, f) la confi­
guración de heterogéneas escalas de ex­
clusión e integración social, g) la mani­
festación de viejas y nuevas tensiones 
en los conflictos políticos, económicos 
y culturales, y hl las dificultades de 
identificación del Estado con la Nación. 

f'ont•m:ia prl'sentad,l .ti VIl Simpo~1o de l.1 Kt•v1st.t lntt>rnacional de Filosofía Política: Los 
Contextos de la Democrari.t Wt•rspt•ctiv.Js lberoamt>ricanas), Cart.t~ena de Indias, 20 al 22 
de Noviembre de 2000 

•• f'rofl'sores dt• lns D!.'partamt-ntos di' 1 ilosofía y dt• Cit>ncia PolítiCa dl' la Facultad dt> Cie11 
nas Sociales dP l.t l lnlvNsidad dt• los Andes. Ho~otá D.< ( olombia 
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Este estilo de modernización de la 
sociedad colombiana se articula a una 
dinámica de vinculación parcial al ac­
tual proceso de globalización económi­
ca, polftica y cultural, lo cual agudiza, 
aun más, los problemas de la integra­
ción social en sus dimensiones tradicio­
nal, moderna y posmoderna. Por. lo tan­
to, sin una comprensión interdisciplina­
ria del modo histórico en que a partir de 
los años noventa se articulan en Colom­
bia las relaciones entre el Estado, la so­
ciedad y la economía es, desde nuestra 
perspectiva, no sólo imposible ponderar 
y comprender la actual crisis del país, 
sino distorsionante todo intento de 
aproximación exclusiva desde cualquie­
ra de esos ámbitos, puesto que ello lle­
varla a una lectura unilateral de la ac­
tual situación del país. Perspectivas ce­
rradamente "politicistas", "economicis­
tas" o "culturalistas", limitan tanto la 
construcción de modelos de análisis co­
mo de interpretación de la crisis. 

Por tal motivo, nuestra interpreta­
ción de la crisis colombiana se funda­
mentará en la relación entre tres dimen-

siones anallticas que consideramos bá­
sicas: a) las relaciones y tensiones entre 
las tendencias a la integración y desin­
tegración de la sociedad, b) los actuales 
procesos de disolución y creación de 
patrones socioculturales, e) las relacio­
nes y tensiones eritrP los procesos de de­
mocratización polltica, social y cultural, 
por una parte, y la reestructuración del 
Estado, por la otra, y d) el modelo de 
ajuste económico estructural. No se 
cuenta, en la actualidad, con estudios 
comprensivos y de carácter sistemático 
que den razón de la complejidad gene­
rada por la interacción de todos estos fe­
nómenos, puesto que la mayoría de los 
análisis de la crisis colombiana se han 
realizado desde una perspectiva unidi­
mensional, enfatizando ya sea la dimen­
sión económica, la polftica o la cul­
tural.1 

Una Sociedad Dual: Cooperación y 
Conflicto, Integración y Desintegración 

En la teoría social moderna la so- . 
ciedad se ha entendido exclusivamente 

Véansc, por ejemplo, los análisis de Luis Jorge Garay, Globaliución y Crisis. Hegemonía 
o Corresponsabilidadl, Bogotá: Tercer Mundo Editores, 1999; Fernando Cubides, "La So­
ciología en Colombia: Demanda y Tribulaciones", en: Revista de Estudios Sociales, No. 1, 
agosto, 1998; Salomón Kalmanovitz, "La ley y la Economía en Colombia", en: Luz Gabrie­
la Arango (comp.). La Crisis Socio-polftica Colombiand: Un Análisis no Coyuntural de /a 
Coyuntura, Bogotá: Centro de Estudios Sociales, Facultad de Ciencias Humanas, Univer­
siddd Nc!Cional de Colombia 1 Fundación Social, 1997, p.p. 235-267; Francisco Leal Bui­
trago (comp.). Tras las Huellas de la Crisis, Bogotá: Fescol-lepri (UN), 1996; Francisco Leal 
Buitrago, "btclbilidad Macroeconómica e Institucional y Violencia Crónica", en: Francis­
Ul Leal Buitrdgo (comp.), En Buscd de Id Esta/Jilidad Perdida. Actores Polfticos y Sociales 
en la IJécada de los Noventa, Bogotá: Tercer Mundo Editores-lepri (UN)- Colciencias, 
1995, p.p 21-61; Medófilo Mcdina, "Dos Décadas de Crisis Polltica en Colombia, 1977-
1997". en: ibidem, p.p 27-62 Lisimaco Parra, "La Crisis de la Elite", en: Luz Gabriel a Aran­
go, oj1. • 11, p.p 71-141; lorge Morales, "Mestizaje, Malic1a Indígena y Viveza en la Cons­
trucnón del Carácter Nauonal" en: Revista de·Estudim Sociales. No.l agosto. 1998 



como cooperación o como conflicto. 
Sin embargo, los propósitos de nuestra 
reflexión exigen una concepción que 
articule estas dos dimensiones. Por lo 
tanto, definimos la sociedad como una 
"contextura interhumana,"2 resultado 
de la permanente. tensión entre coope­
ración y conflicto. Por esta razón, toda 
sociedad presenta una tendencia hacia 
un cierto grado de desintegración, de tal 
maner que nunca es posible conside­
rarla como absolutamente integrada. 
Por lo tanto, la integración social es un 
concepto relativo que tiene propósitos 
analíticos. Habrá unas épocas en las 
cuales la tendencia hacia la desintegra­
ción social será mayor o afectará esferas 
institucionales significativas y otras en 
las cuales dicha tendencia se mantendrá 
dentro de límites restringidos. 

Aceptando que se trata de un con­
cepto relativo, una sociedad integrada 
se puede definir como aquella que pre­
senta las siguientes características: a) 
Un Estado con capacidad suficiente pa­
ra 'regular las relaciones sociales y pro­
ducir la coordinación intersistémica de 
la sociedad. Desde esta perspectiva, la 
política es la form.a que asume el con­
flicto social y el papel del Estado es tra-
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tar d<> manterwr f'Se nadd fácil balance 
entre la cooperaci6n y el conflicto, pro­
porcionando a la sociedad el mínimo de 
cohesión necesaria para su persistencia. 
Desde esta perspectiva hablamos de in­
tegración politica de la sociedad. b) 
Una cultura constituid;~ por un conjun 
to de valores, ideas, símbolos e "imáge­
nes del mundo", que permiten la comu­
nicación, la intersubjetivrdad y la atri­
bución de sentido a la vida social. e) A 
partir de dichas comunicación e inter­
subjetividad, se produce una estructura 
normativa que es el resultado de un 
consenso entre sus miembros. Este con­
senso es la fuente de la legitimidad y de 
la fuerza vinculante de las normas. Las 
actitudes y expectativas de los miem­
bros de la sociedad corresponden a la 
estructura normativa porque la han inte­
riorizado o socializado. Desde esta 
perspectiva, hablamos de integración 
social. d) Los distintos elementos de la 
regulación estatal, la cultura y la estruc­
tura normativa, se encuentran articula­
dos y existe la suficiente compatibilidad 
entre ellos como para asegurar la coor­
dinación social y la solución pacífica de 
los conflictos y las tensiones sociales. A 
dicha articulación la denominamos pa­
trón societal. 3 

2 Theodor Adorno y Max Horkheimer, Lecciones de Sociología, Buenos Aires: Ediciones 
Proteo, 1961), p. 23 
Dirho término fue acuñado por Fernando Calderón y Mario Dos Santos en su libro Sacie 
dades sin Atajos, Buenos Aires: Paidós, 1995. Sin embargo, estos autores entiende por di­
cho concepto las relaciones entre polftica, sociedad. economía y cultura desde la perspec­
tiva integradora unilateral del Estado. Así, ,¡firman qut> el patrón societal se refiere "a un 
conjunto de relaciones integradas al ciclo histórico estatal y estatista, y particularmente a 
la trama de relaciones polfticas que organiza el estilo de desarróllo económico y la auto· 
compresión cultural dt> la época y de sus pott>ncialidades sociales de cambio" (p.35l 
Nut>stro roncepto de patrón societal, en cambio, pretendt> expresar la mutua detPrmina 
ri(m de la políticd. Id rultura, la sociedad v la Pnmomía Pn la generación de la mtpgra 
ciún social 
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La crisis de integración se presenta 
cuando cambios profundos de la socie­
dad desarticulan las relaciones que 
constituyen el patrón societal, de tal 
manera que la coordinación intersisté­
mica de la sociedad, y la constitución 
de intersubjetividad y sentido entre los 
actores, se dificulta o se hace imposible. 
Desde el punto de vista de la integra­
ción política, el Estado tiene la función 
de articular el sistema económico, el 
político y el sociocultural. Sin embargo, 
el desarrollo de las sociedades contem­
poráneas tiende a la progresiva autono­
mización y especialización de los dis­
tintos subsistemas sociales. En vista de 
este desarrollo autoreferencial, arguye 
Habermas, "apenas puede explicarse 
cómo el sistema político habría de po­
der integrar a la sociedad en su conjun­
to, por más que esté especializado en 
operaciones de regulación y control 
que, primero, tienen la finalidad de sin­
tonizar entre sí a los sistemas funciona­
les, convirtiéndolos en entornos mutua­
mente compatibles, pues ellos se ven 
arrastrados cada vez más lejos unos de 
otros ... y segundo, tiene también la fina­
lidad de eliminar perturbaciones que 
hayan podido surgir en esos subsiste­
mas."4 Esta incapacidad del Estado para 
asegurar la cohesión intersistémica apa­
rece no sólo como una crisis de legitimi­
dad sino también de racionalidad del 
conjunto de la sociedad. 

El sistema sociocultural aporta a la 
Integración de la sociedad un "acervo 

de saber" y un conjunto de "alores y 
símbolos para que las necesiclades de 
entendimiento e identidad de los indivi. 
duos y los grupos queden cubiertas y se 
produzcan lazos de solidaridad y moti­
vaciones para actuar de conformidad 
con la normatividad social, y se ~uedan 
"sintonizar las vidas individuales con 
las formas de vida colectivas."S Las per­
turbaciones del proceso de integración 
social se traducen, en el ámbito de la 
cultura, en pérdida de sentido e identi­
dad; en el ámbito de la sociedad, como 
anomia, y como falta de motivación en 
los individuos.~> 

Patrón Societal y Cultura en Colombia 

En el intento de configurar catego­
rías que rectifiquen las comprensiones 
unilaterales o fragmentarias de las so­
ciedades y sus tendencias a la crisis, tal 
vez, los conceptos de patrón societal y 
cultura pueden aportar en este intento. 
Estas nociones también contribuyan a 
superar los análisis exclusivamente epi­
dérmicos y posibiliten acceder a la 
comprensión de las transformaciones 
profundas que viven las sociedades 
contemporáneas. 

Uno de los grandes desafíos que 
poseen las ciencias sociales es la cons­
trucción de una visión que logre inte­
grar las relaciones entre economía, polí­
tica y cultura. Reconociendo que las 
prácticas culturales afectan las institu­
ciones y la economía, y a su vez, que la 

4 J. Hdbermds, facticidad y Validez. Sobre el Derec:ho y el Estado Democrático de Derecho 
en Términos de Teoría del Discurso, Madrid: Editorial Trotta, 1998, p. 414 

5 j. Habermo~s, Teoría de la Acción ... , p. 201 
b ibídem. p. 10! 



dinámica de la economía incide en la 
posibilidad de construcción de proyec­
tos culturales compartidos. 

1. El Tipo de secularización en Co­
lombia 

Los procesos de secularización in­
dividual y grupal, se asocian principal­
mente a cuatro procesos fundamentales: 
a). La constitución de actores (Indivi­
duos, grupos e instituciones) que impri­
men una cierta racionalidad a sus accio­
nes, opciones y comportamientos; b). La 
expansión de derechos civiles y políti­
cós de la ciudadanía; e). La tendencia 
progresiva a la diferenciación de los ro­
les e instituciones conforme a funciones 
especificas, lo cual posibilita el recipro­
co reconocimiento entre actores diver­
sos; d). La independencia en algunos 
ámbitos de la vida social de la directa 
intervención religiosa. 

En el caso colombiano la correla­
ción entre estos procesos ha sido pro­
fundaménte contradictoria y el camino 
para su consolidación ha sido tortuoso. 
Ejemplos de estas expresiones son la su­
puesta reducción de la secularización a 
una visión contrarreformista o antirreli­
giosa; la poca especialización en los ru­
les sociales e institucionales que conlle­
va tendencias a la crisis de integración 
social; la expansión bastante fragmenta­
da y excluyente de los derechos civiles 
y políticos; y las profundas dificultades 
de constitución de racionalidad tanto en 
los actores individuales, colectivos e 
institucionales; las poco claras expresio­
nes de autonomía de lo religioso en ám· 
hitos como la educación, la ética y la 
politica. 

TFMA ÜNTRAI 129 

2. las Tensiones entre cultura y mllra­
lidad 

Las múltiples tensiones entre lepali­
dad jurídica, cultura y moralidad, es un 
tema destacado en el análisis de la cri­
sis colombiana, hasta tal punto, que 
puede considerarse un posible com;'o­
nente de nuestro patrón societal. Las re­
laciones entre estas tres normatividades, 
caracterlsticas de todo proyecto de mo· 
dernidad, son calificadas por los investi­
gadores como incoherentes, divergen­
tes, contradictorias, aisladas, yuxtapues­
tas, etc. 

En cuanto al diagnóstico relativa­
mente compartido sobre la ausencia o 
déficit ético, se manifiestan tesis bastan­
te divergentes tales como: a. Tuvimos 
una 'Casa' ética, donde convivíamos 
con claridad y entendimiento, compar­
tíamos normas comunes sobre el bien y 
el mal; pero esa casa ética se vino aba­
jo, se derrumbó; b. La historia ética de 
Colombia ha sido un permanente y pro­
fundo déficit moral, que se encuentra en 
las raíces más profundas de nuestro ca­
rácter; c. Esa Casa, ligada o construida 
por el catolicismo contrarreformista y el 
bipartidismo del Estado de sitio, posee 
una importante responsabilidad en la 
actual "crisis" ética; d. La "crisis" es tan 
sólo de "una" ética, la dominante hasta 
nuestros días; pero no de otras éticas 
plurales y no dominantes. 

Las causas del derrumbe o del défi­
cit o de la crisis son muy variadas según 
los investigadores colombianos. En ge­
neral se acoge la descripción de multi­
plicidad de causas y cada autor acentúa 
algunas: urbanización; secularización 
extrema; masificación; cambio de roles 
sexuales; cobertura y calidad educativa; 
carencia de espacios públicos; ausencia 
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de partidos y Estado modernos; cris1s de 
la ética católica; ilegitimidad de las ins­
tituciones; intolerancia y autoritarismo; 
narcotráfico; cambios culturales y gene­
racionales; coexistencia de orden y vio­
lencia; entre las más reiteradas. 

Otro de los disensos gira en torno al 
hecho de que la mayoría de las pro­
puestas de una ética civil para Colom­
bia insisten en su carácter de "ética mí­
nima", pero sus acepciones son distintas 
o bastante indeterminadas. Las interpre­
taciones de la condición de "mínima" 
han sido principalmente cuatro, mani­
festándose grandes distancias en este 
punto: una ética con pocos principios 
en cuanto a cantidad; una normatividad 
básica para la convivencia; atinente a 
principios de justicia, pero no de felici­
dad; contrapuesta a la ética religiosa 
considerada como de máximos. 

Ante la discusión sobre el papel de 
la religión en la consolidación de una 
ética civil, se han alinderado tres tesis: 
1: La religión (católica) está obligada a 
contribuir en la conformación de una 
ética civil y su papel va a ser definitivo; 
2. Son éticas de ámbitos distintos. La éti­
ca religiosa es individual y de máximos, 
y, la ética civil es social y de mínimos; 
3. No es deseable, ni necesario, el resta­
blecer ningún tipo de vínculos con la 
moral religiosa. La ética civil se desna­
turaliza al relacionarse con éticas de ca­
rácter religioso. 

En relación um el debate modt.'rni 
dad, postrnodernidad, tradición, la posi 
ción de Id étit a civil hd sido también di 
ferenciable. La posición dommante aso 
<id lo < 1vil 'on lo moderno y por esto. 
en general, se le otorga a la ética civil la 
finalidad dt' Lonstruir la modernidad en 

Colombia. Otra actitud, más cercana a 
la mirada postmoderna, le otorga como 
función a la ética civil la aceptación y 
comprensión de las combinaciones 
múltiples entre tradiciones, modernida­
des y postmodernidades; concibiéndola 
como la condición de posibilidad de 
perpetuar nuestra heterogeneidad radi­
cal. Y una final, que encuentra en la di­
mensión del retorno a la tradición, la 
única posibilidad de respetar tanto la 
ética civil como la modernidad. 

En el complejo escenario de los an­
teriores disensos, sin poder extendernos 
en argumentos por los límites de este es­
crito, creemos que una posición ante los 
tres últimos es mucho más plausible y 
exigiría menos dificultad, que la 'bru­
mosa intuición' que requieren los dos 
primeros. Consideramos que una ética 
civil para estos tiempos debe contener 
la posibilidad de combinaciones múlti­
ples entre modernidades, postmoderni­
dades y tradiciones, porque no todas las 
culturas tienen hoy por finalidad históri­
ca 'la' modernidad; en las condiciones 
históricas y vitales de Colombia las reli­
giones son y serán un telón de fondo 
ineludible de un grupo significativo de 
construcciones éticas; y, la ética míni­
ma, no la entendemos como la exclu­
sión de ciertos valores (felicidad), sino 
como la poca pertinencia en esta época 
de valores fundamenta listas o absolutos, 
que terminan siempre promoviendo la 
violencia. 

En relación a los dos primeros di­
sensos, la única respuesta provisional 
que podemos sostener, es la multiplici­
dad de <..ausas y aceptac.ión de nuestro 
déficit ético, bajo dos condiciones: el 
desfdsl~ de 1mposK1ones mordles ajt>nas 



al mundo cultural, romo una causa a te­
ner ·en cuenta, y, la revalorización de 
elementos culturales como componente 
ineludible en las explicaciones. En 
cuanto a la metáfora de la 'casa ética', 
tal vez, el camino más enriquecedor sea 
la unión del permanente déficit entre­
mezclado con la diferenciación de di­
versas éticas. 

3. Caré' :terlsticas y ambigüedades de la 
modernidad y la democratización 

En Colombia, como en la mayoría 
de los países de América latina, existe 
una profunda ambigüedad en dos órde­
nes: el primero, las características espe­
cíficas de nuestra modernidad, y el se­
gundo, las relaciones entre los procesos 
de modernización y de democratiza­
ción. 

En relación con las características 
de la modernidad la problemática se di­
rige hacia el adjetivo que la caracteriza 
en forma más concreta; si se trata de 
una modernidad "imitativa" de la euro­
pea o norteamericana, o más bien con­
tiene rasgos singulares como su carácter 
heterogéneo, híbrido, periférico, inaca­
bada, trunca, etc ... Cualquiera que sea 
el adjetivo que utilicemos para caracte­
rizar nuestra modernidad, las socieda­
des latinoamericanas reclaman una 
compresión ampliada de la politica. En 
relación con las relaciones de la demo­
cratización se subraya que los procesos 
de modernización pueden incluir la 
gestación de instituciones y valores de­
mocráticos o concentrar poder (técnico, 
económico, social, cultural) vía expre­
siones políticas tales como el autorita­
rismo. el presidencialismo o el neo po 
pulismo. 
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los procesos dP modernización f'n 
la última década en Colombia se han 
caracterizado por ir acompañados df' 
complejas y múltiples escalas d(:' exclu 
sión e integración social. Uno de los 
rasgos más preocupantes es la configu­
ración de un campo de c-onflictos socia­
les que los gobiernos convierten en "es­
purio"; es decir, que de alguna manera 
se criminaliza el conflicto y la protesta 
social. la democracia, como ya lo seña­
lara hace algunas décadas Gino Germa­
ni, se va convirtiendo simplemente en 
procedimientos congelados para la ge­
neración de un poder político sin conte­
nidos sociales ni necesidades profundas 
de renovación. Esto ha llevado a algu­
nos teóricos a sostener la existencia de 
un gobierno "democrático" pero en nin­
gún caso de un régimen democrático. 
los actuales procesos de moderniza­
ción están generando ellos mismos las 
condiciones societales de su propio 
cuestionamiento. Tal vez por ello uno 
de los mayores desafíos de la actual 
agenda social y política colombiana son 
las conquistas ciudadanas en una triple 
dirección: a). mayor equidad productiva 
y de la riqueza; b). mayor equidad sim­
bólica - cultural; e). mayor reciprocidad 
entre sujetos de diferentes identidades 
regionales y socioculturales. 

Colombia: una Cultura Política Sui Ge­
neris 

En el caso colombiano algunos de 
los rasgos notorios de su cultura política 
son los siguientes: la baja capacidad del 
Estado para la integración política; la 
débil cultura institucional democrática; 
las profundas tendencias hacia el clien­
telismo; el gran peso del centralismo es 
tatal en el ejercicio de la política: la de 
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safección, agudización de los proble­
mas de representación y despolitización 
de la ciudadanía; la ausencia de proyec­
tos alternativos al bipartidismo (liberal 
conservador) de carácter histórico; y, la 
persistencia de la violencia en la vida 
social y la resolución de los conflictos 
políticos. 

La Baja Capacidad del Estado para la 
Integración Política 

Como ya lo mencionamos, la socie­
dad es no sólo una red de cooperación, 
como supone Axelrod (1986), sino tam­
bién una red de conflictos y tensiones 
sociales, que necesitan ser mediados 
por un poder relativamente autónomo, 
a fin de asegurar la persistencia y repro­
ducción de la sociedad misma. Desde 
esta perspectiva el papel de Estado es 
mantener el nada fácil balance entre 
cooperación y conflicto, de tal manera 
que la suciedad logre el mínimo de co­
hesión necesaria para su continuidad. 
Como lo afirma Norbert Lechner, "la 
política es un conflicto de particularida­
des, y el Estado es una forma de genera­
lidad. Tal distinción no implica separa­
ción ni subsunción. No podemos pensar 
la política sin referencia a una forma 
que sintetice a la sociedad, ni podemos 
pensar al Estado sin referirnos a una so­
ciedad dividida." (1986, p. 30). Cuando 
el Estado no cuenta con la suficiente au­
tonomía para constituirse como forma 
genérica de la sociedad, a fin de propor­
cionarle el mínimo de cohesión y me­
diar sus conflictos, podría hablarse de 
una crisis de integración política, cuyas 
expresiones son la violencia y Id dno­
mia. Por lo tanto, podemos definir al Es 
tadu como la institución que, por medio 

del monopolio del uso legitimo de la 
fuerza, la producción de regulaciones, y 
de la distribución de recursos sociales, 
integra la sociedad y el territorio nacio­
nal, media los conflictos sociales y ase­
gura la coordinación sistémica de la so­
ciedad. 

Desde esta perspectiva, se puede 
afirmar que la actual crisis política co­
lombiana es consecuencia de la preca­
riedad del Estado, debido a su incapaci­
dad histórica para distribuir los recursos 
sociales, integrar el territorio nacional, 
establecer el monopolio legítimo de la 
fuerza y de la producción de regulacio­
nes. Por ello, el Estado colombiano no 
integra ni cohesiona la población ni el 
territorio y ha reducido su capacidad 
para mediar y canalizar los conflictos y 
tensiones sociales. Estos son resueltos al 
margen de las instituciones públicas, lo 
cual es la causa del surgimiento de di­
versas expresiones de "parainstituciona­
lidad", tales como los grupos privados 
de justicia y defensa, las mafias de nar­
cotráfico y los movimientos guerrilleros. 

El historiador Fernán González 
(1997) ha sostenido que la precariedad 
del Estado es la consecuencia del tem­
prano surgimiento de los partidos políti­
cos liberal y conservador, en un mo­
mento en que el proceso de formación 
del Estado estaba en su difícil comien­
zo. Los partidos, al actuar como factores 
de cohesión e identidad social, impidie­
ron el establecimiento de una relación 
directa entre el Estado y los ciudadanos. 
La crisis de los partidos y el deterioro de 
su rol central en la política colombiana 
después del Frente Nacional, pusieron 
de manifiesto la precariedad del Estado 
colombiano. 



Dos importantes aspectos de dicha 
precariedad son la incapacidad del Esta­
do para administrar justicia e integrar el 
~rritor~. la capacidad del sistema de 
administración de justicia colombiano 
para resolver los conflictos entre los ciu­
dadanos es muy baja .. Por dicha razón, 
los contlictos sociales son resueltos al 
margen de las instituciones públk:as, lo 
cual, a su vez, es la principal cawsa del 
surgimiento de expresiones "para insti­
tuciona4es" de poder y de resolución de 
conflictos. En este sentido, la solución 
de la crisis política colombiana pasa por 
la necesidad de fortalecer el Estado, lo 
cual impli€a la constitución de su mo­
nopolio sobre el uso de la fuerza y el in­
cremento Ele su autonomía frente a los 
distintos a€tores sociales y políticos. 

Pero si en materia de resolución de 
conflictos sociales se evidencia ta pre­
cariedad del Estado, ésta es aun más 
aguda 9i se analiza su capacidad para 
lograr una adecuada presencia a lo lar­
go y an.cho del territorio nacional y un 
control efectivo sobre sus institudones y 
los servidores públicos. Todo ello con­
tradice la concepción que considera el 
Estado ~~:omo un ente monolítico, la cual 
ha sido, a su vez, el producto de la vi­
sión de ''una historia nacional globali­
zante y totalizadora, cuya validez se 
desmor~na cuando se con-sulta la parti­
cl:llaridad de la vida regional." (Uribe de 
Hincapié y Alvarez, 1987, p. 13). 

Esta particularidad de la vid3' regio­
nal, se refiere a la nula o escasa presen­
cia del l'istado en zonas marginadas y de 
colonización, así como a la falta de una 
política de Estado coherente e integral 
de colonización y desarrollo territorial. 
Históricamente, estas regiones, en su 
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proceso de incorporación a la econo­
mía nacional, han experimentado un al­
to grado de violencia y conflictividad 
social. Asf parece haber ocurrido con 
zonas ya plenamente incorporadas al 
desarrollo nacional, tales como el Valle 
del Cauca, el Tolima y la zona cafetera, 
las cuales presentaban un alto grado de 
violencia en los años cincuenta, y así 
parece estar ocurriendo con zonas ac­
tualmente dominadas por el conflicto 
armado tales como Uraba, el Catatum­
bo, el Magdalena Medio o el Caguan. 

En síntesis, la complejidad geográfi­
ca del territorio, la escasa infraestructu­
ra vial y social, la debilidad del poder 
judicial, las dificultades del control po­
licivo, la incapacidad reformista de los 
partidos tradicionales, son condiciones 
favorables para el desarrollo de la pa­
rainstitucionalidad, para que el vacío 
dejado por el Estado sea llenado por el 
clientelismo, los narcotraficantes, los 
grupos guerrilleros, y los grupos de de­
fensa y justicia privada. Estos últimos 
constituyen una interesante simbiosis de 
relaciones sociales de poder. Se trata de 
poderes privados de carácter regional y 
local que en busca de la seguridad que 
no proporciona el Estado, y en respues­
ta a los excesos de la guerrilla, se alían 
con algunos sectores de l·a fuerza~ mili­
tares y con los narcotraficantes, a fin de 
combatir un enemigo común que va 
desde la guerrilla misma, pasando por la 
delincuencia común, hasta quienes de­
fienden los derechos humanos y las 
causas populares. A partir de esta trilo­
gía de intereses, se ha generado una es­
piral de violencia que explica las masa­
cres de los últimos años, la campaña de 
exterminio contra miembros de la 
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Unión Patriótica, maestros, lideres rív1~ 
cos y sindicales, periodista5, abogados y 
defensores de los derechos humanos, 
intelectuales de actitud independiente y 
progresista, etc. Esta actitud política es 
propia de una cultura de intolerancia, 
de exclusión del disidente y del terror 
que actúa como mecanismo de solu­
ción de conflictos en una sociedad frag­
mentada y un Estado débil. 

El Régimen Político como un Híbrido 
de Tradición y Modernidad 

joel S. Migdal ha caracterizado co­
mo "sociedades fuertes" a aquellas del 
Tercer Mundo, caracterizadas por la 
persistencia de formas no capitalistas de 
relación y control social, que ha impe­
dido la formación de un estado centrali­
zado, capaz de lograr "exitosamente el 
tránsito de un comportamiento guiado 
por las inclinaciones propias de la gen­
te, a un comportamiento prescrito por 
normas." (1988, p. 22) El resultado es 
una situación de fragmentación social 
que impide el surgimiento de "Estados 
fuertes" con la suficiente capacidad pa­
ra integrar la sociedad y centralizar su 
función regulatoria. la fragmentación 
social y la primacía de los jefes políticos 
locales, arguye Migdal, impide, a su 
vez, el desarrollo de una burocracia ra­
cional y facilita el control de las institu­
ciones públicas locales por intereses 
personales, lo cual conduce al despla­
zamiento de las políticas generales del 
Estado por intereses parciales de la so­
ciedad. Desde esta perspectiva, se pue­
de decir que el conflicto armado colom~ 
biano tiene que ver, en gran parte, con 
la incapacidad del Estado para predomi~ 

nar sobre intereses locales con el fin de 
resolver problemas históricos como la 
redistribución de la tierra e integración 
del territorio nacional. 

Desde la perspectiva de Migdal, se 
puede afirmar que la modernización de 
la sociedad colombiana puede verse co­
mo un proceso inacabado si se tiene en 
cuenta que el legado de fragmentación 
social y territorial de un pasado colonial 
(Palacios, 1986; Pecaut 1987) y el Fren­
te Nacional, generaron una amalgama 
social y política de premodernidad y 
modernidad. En efecto, la vieja y cruen­
ta lucha por el liderazgo para la con­
ducción del país entre la fracción con­
servadora de la élite, que basaba su pre­
dominio principalmente en la continui­
dad de la sociedad agraria y tradicional, 
y la fracción modernizante del liberalis­
mo, que abogaba por una sociedad in­
dustrializada y moderna, se solucionó 
mediante un pacto mutuamente benefi­
cioso: los partidarios de la moderniza­
ción, lograron la colaboración del sec­
tor tradicional para la industrialización 
del país a cambio de que éste pudiera 
conservar parte de sus privilegios basa­
dos en la continuidad parcial de la so­
ciedad tradicional. Ello contribuye a ex­
plicar por qué en Colombia han fracasa­
do los diversos intentos de reforma agra­
ria y por qué en gran parte del territorio 
nacional las relaciones políticas son de 
caracter cÍientelista. El dientelismo es, 
entonces, el legado premoderno de una 
sociedad agraria y tradicional, el cual 
ha servido, y sirve aún, como factor de 
identidad P integración social para am­
plio~ sectores de la población colom~ 
b1ana~ 



La Fragmentación de las Elites 

La exacerbación del clientelismo 
no sólo ha reducido la autonomía rela­
tiva del Estado sino que también ha pro­
ducido una ruptura entre la élite políti­
ca y la élite económica, lo cual, a su 
vez, ha conducido a una fragmentación 
del Estado: mientras la élite política se 
expresa y actúa a través del Congreso y 
otras instituciones públicas no técnicas, 
la élite económica lo hace a través de 
las instituciones responsables del diseño 
de la política económica, tales como el 
Banco de la República, el Departamen­
to Nacional de Planeación y el Ministe­
rio de Hacienda. Este último aspecto se 
puede evidenciar en dos hechos: prime­
ro, en las diversas reformas administrati­
vas que desde 1968 se vienen realizan­
do para tratar de sustraer del influjo del 
clientelismo de la clase política a las en­
tidades públicas que directamente inter­
vienen en el manejo de la política eco­
nómica, y segundo, en el papel protagó­
nico que en los últimos años ha venido 
adquiriendo el Consejo Gremial nacio­
nal, el cual ha desplazddo a los partidos 
políticos tradicionales en su función de 
plantear ante el Estado los problemas y 
preocupaciones de carácter general. A 
este respecto, son ilustrativas las .¡firma­
dones de César González, cuando era 
presidente del Consejo Gremial Nacio­
nal: "Las instituciones gremi,1!e~ están 
llamadas d desempeñar, por otra parte, 
un papel cultural d(• creación de opi 
nión pública y dt> fortalecimiento ciudd 
dano. Ello e~ así, por cuenta de la~ debí 
lidades qut· exhibe nuestra sociedad en 
el ejerucio de una real dcción pública 
en aras de resolver nuestros problema~ 
fundamentales. Aquí. la noción de ac 
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ción pública no hace referencia tan só­
lo al manejo de los poderes y los instru­
mentos estatales; hablo de la actividad 
por parte del público, por parte de la so­
ciedad civil, dirigida al logro de lm ob­
jetivos de interés general. La paz, la mo­
dernidad cultural, una identidad digna 
de Colombia en la comunidad interna­
cional y el crecimiento económico sos­
tenido y sostenible, son nuestros intere­
ses fundamentales." (1997, p. 75-76). 

Esta fragmentación de las élites y de las 
instituciones estatales ha afectado la efi­
cacia del régimen, es decir, su capaci­
dad para imponer una dirección a la so­
ciedad, especialmente en un contexto 
de cambio de modelo de desarrollo. Di­
cha situación es reforzada por la natura­
leza neoliberal del nuevo modelo eco­
nómico, cuyo carácter excluyente y su 
énfasis en la reducción del gasto públi­
co, limita las posibilidades de la élite 
para hacer alianzas con otros sectores 
sociales. 

La Doble Reestructuración de la Socie­
dad Colombiana 

La crisb de integración se ha agudi­
zado en virtud de la reestructuración 
política y eumómica que el país ha ex­
perimentado desde 1990. En primer lu­
gar, el sistema político sufrió un proceso 
de reforma constitucional con el fin de 
fortalecer el Estado e im:rementar su k·­
gitimidad, y de superar d carácter ex 
cluyente del régimen político. En segun­
do lugar, la economía nacional hizo el 
tránsito de un modelo económico que 
poníd el énta~1s en el dcsarrullo del mer­
cado interno, la mdustrialización por 
~ustitución de importac_iones, a un mo-
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delo de apertura e internacionalización 
de la economía. El objetivo de dicho 
proceso fue no solo insertar la econo­
mía colombiana en el mercado mun­
dial, sino también incrementar la efi­
ciencia de la economía mediante la re­
ducción del"tamaño" del Estado y de su 
función reguladora del proceso econó­
mico. 

Esta doble reestructuración del Es­
tado ha tenido una relación contradicto­
ria: mientras la "apertura política", ge­
nerada por la Constitución de 1991, ha 
producido condiciones favorables para 
un proceso de democratización e inte­
gración de la sociedad, la "apertura 
económica", generada por el nuevo 
modelo, ha contrarrestado o reducido 
dicha posibilidad, puesto que ella ha 
implicado procesos sociales excluyen­
tes debido, entre otras cosas, a la priva­
tización de empresas estatales, la quie­
bra de empresas privadas que no pue­
den resistir la competencia, el desem­
pleo y a la reducción del gasto público 
de carácter social. 

La Reestructuración Política: en Busca 
de la Esquiva Legitimidad 

Con el fin de encontrar una solu­
ción negociada a la crisis política y so­
cial, los diferentes actores del proceso 
político colombiano convocaron la 
Asamblea Constitucional de 1991, cuyo 
resultado fue un nuevo marco normati­
vo que permitiera, entre otras cosas: a) 
ampliar la representatividad del régi­
men polltico mediante la inclusión de 
nuevas fuerzas sociales; b) fortalecer el 
Estado mediante el mejoramiento de su 
eficacia en la prestación de servicios 
públicos y de las instituciones de admi-

nistración de justicia; e) depurar y forta­
lecer el Congreso y la actividad política 
a fin de reducir el clientelismo y la co­
rrupción; y d) ampliar el gasto público 
social con el fin de reducir los niveles 
de pobreza absoluta y expandir la co­
bertura de los servicios de educación, 
salud y seguridad social. 

Sin embargo, la crisis política no 
sólo no se solucionó sino que se agudi­
zó en los años siguientes a la entrada en 
vigencia de la nueva Constitución. Al­
gunas explicaciones de dicho fenómeno 
ponen el énfasis en el ti:empo y cc:mside­
ran que nueve años es un lapso muy 
corto para que las nuevas instituciones 
políticas maduren y se consoliden. No 
obstaot~, existen otros elementos de 
más peso que proporcionan un,;¡ expli­
cación alternativa, tales comt'l el hecho 
de que las fuerzas refcxmadoras no hu­
bieran logrado consolidar su predomi­
nio sobre las fuerzas tradicionales en la 
Asamblea Constituyente y la pregunta 
fundamental que plantea Fernán Gon­
zález acerca de los alcances de un¡¡ re­
forma constitucional: "¿hasta qué punto 
son capaces [las reformas instituciona­
les] de modificar inveteradas costum­
bres políticas, que son la expresión de 
una cultura política decantada durante 
casi dos siglos de existencia? En buena 
parte, las dificultades recientes entre el 
Congreso y el ejecutivo demuestran ese 
desfase entre la nueva normatividad 
más modernizante y el funcionamiento 
concreto de las instituciones que se 
mueven en un mundo más tradicional H 

(González G., 1993, p. 18). A ello hay 
que añadir los intentos contra-reformis­
tas de parte de los politicos tradiciona­
les, los cuales buscaron desmantelar las 
cortapisas que al clientelismo y la co-



rrupción impuso la nueva Constitución; 
la incapacidad de las nuevas fuerzas so­
ciales para articularse y consolidarse 
como alternativa política de cambio; la 
debilidad y fragmentación de la socie­
dad civil colombiana y su baja capaci­
dad para la organización autón·oma, lo 
cual dificulta su participación en el pro­
ceso de toma de decisiones como fuer­
te interlocutor del Estado; la exclusión o 
no participación en la Asamblea Consti­
tuyente de otros sectores sociales decisi­
vos en la crisis, tales como los sectores 
clientelistas de la clase política tradicio­
nal, los militares, los grupos guerrilleros 
como el ELN y las FARC, los paramilita­
res, los campesinos; así como la rela­
ción contradictoria entre los dos pro­
yectos de Estado y sociedad que corrie­
ron paralelos en los años noventa: el 
neoliberal, surgido del plan de desarro­
llo de la administración de César Gavi­
ria, que puso el énfasis en la apertura 
económica y la reducción del gasto pú­
blico, y el social, surgido de la Asam­
blea Constituyente, que puso el énfasis 
en el fortalecimiento del Estado, el me­
joramiento de la calidad de vida de sec­
tores de menores recursos, en el recono­
cimiento de los derechos colectivos, 
económicos y culturales, todo lo cual 
fue el intento de ponerse al día con una 
"deuda social" cuyo pago había sido 
aplazado durante décadas, debido a la 
incapacidad reformista del régimen bi­
partidista. 

La Reestructuración Económica Neoli­

beral: en Busca de la Eficiencia 

Nuevas condiciones tecnológicas y 
económicas de carácter global están de· 
terminando, tanto en Colombia como 
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en América Latina y otras regiones del 
mundo, programas de reestructuración 
del sector público, que implican un 
cambio en la orientación de las políticas 
públicas, las cuales pasan de regular el 
mercado y fomentar la producción in­
terna a reducir la intervención en la 
economía y a promover la inserción 
competitiva de las economías naciona­
les en el mercado mundial. 

Siguiendo dichas tendencias, el go­
bierno del presidente César Gaviria 
(1990-1994) inició la transición del mo­
delo de desarrollo orientado "hacia 
adentro" hacia un modelo de apertura e 
internacionalización de la economía. 
Este cambio se debió no sólo a las nue­
vas condiciones de globalización sino 
también a la pérdida de dinamismo y la 
baja productividad de la economía co­
lombiana, debido a la obsolescencia de 
la infraestructura productiva nacional 
(Montenegro, 1991 ). En consecuencia, 
dicho gobierno adoptó una serie de po­
líticas de desregulación las cuales, a la 
par que intentaron aumentar la eficien· 
cia de la administración pública y de la 
economía, tuvieron efectos excluyentes 
en cuestiones sociales. Entre estas polí­
ticas se cuentan: a)la flexibilización del 
mercado de trabajo la cual significó pa­
ra los trabajadores, entre otras cosas, la 
reducción de beneficios y garantías la­
borales, la desaparición de los contratos 
a término indefinido y la parcial privati­
zación del sistema de seguridad social. 
b) La reducción de los impuestos y ba­
rreras a las importaciones, y el estable­
cimiento de una tributación regresiva, 
en la cual el impuesto al consumo ha 
reemplazado al impuesto a la renta co­
mo principal fuente de financiación de 
la actividad estatal. ella privatización 
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de empresas públicas en las áreas de 
puertos marítimos, aeropuertos, ferroca­
rriles, telecomunicaciones y seguridad 
social, la cual causó miles de- despidos 
de empleados públicos; alrededor de 
40.000 según el gobierno y más de 
77.000 según Fenaltrase (Archila, 
1995:2n3). d)La descentralización polí­
tica, administrativa y fiscal, por la cual 
un gran número de funciones del go­
bierno central fueron transferidas a los 
municipios, y su responsabilidad fiscal 
fue incrementada. e) La política de re­
ducción del déficit fiscal a fin de dismi­
nuir el "tamaño del Estado." Sin embar­
go, dicho propósito entró en contradic­
ción con el proyecto de fortalecimiento 
del Estado que surgió de la Asamblea 
Constituyente de 1991, cuyo efecto fue 
el aumento del gasto público. Esta con­
tradicción entre las dos concepciones 
de Estado y de la economía, entre legiti­
midad y eficiencia, será analizada más 
adelante. 

La adopción del modelo neoliberal 
de desarrollo económico ha implicado 
una recomposición de las relaciones en­
tre las clases sociales. Analizar este fe­
nómeno requiere considerar dicho mo­
delo como algo más que una serie de 
medidas de política macroeconómica, 
para considerarlo como un proyecto de 
sociedad. Por "proyecto de sociedad" se 
entiende el modelo de desarrollo eco­
nómico desde la perspectiva de la con­
cepción que de las relaciones entre el 
estado, la sociedad civil y la economía, 
tienen el sector o los sectores sociales 
que aspiran a liderar el proceso de 
transformación social. 

Esta redefinición de las relaciones 
entre las distintas clases sociales y de és­
tas con el Estado y la economía, impli 

ca, a su vez, una modificación del régi­
men político. Tradicionalmente, el régi­
men político se ha definido, en términos 
estrechos, como el conjunto de reglas e 
instituciones que regulan la lucha por el 
poder político y las relaciones entre las 
distintas ramas del poder público. Des­
de la perspectiva de esta investigación, 
el régimen incluye, además, las reglas 
que regulan las relaciones entre las cla­
ses sociales y sus expresiones organiza­
tivas, y entre éstas y los partidos políti­
cos y el Estado. Por lo tanto, la principal 
función del régimen político es actuar 
como elemento de articulación entre el 
Estado y el modelo de desarrollo en tan­
to principio organizativo de la sociedad, 
es decir, como la posibilidad de realizar 
alianzas entre distintos sectores sociales 
a fin de imprimir una dirección al pro­
ceso social. La idea del modelo econó­
mico como proyecto de sociedad tam­
bién produce consecuencias para el 
concepto de "autonomía del Estado." En 
su concepción tradicional (Poulantzas, 
1969; Skocpol, 1985), dicha autonomía 
se ha entendido como la capacidad del 
Estado para tomar distancia respecto de 
intereses parciales de la sociedad civil. 
Por el contrario, la existencia de un pro­
yecto de sociedad exige que la acción 
estatal sea el resultado de una combina­
ción de fortaleza interna de las institu­
ciones estatales y de su articulación con 
los sectores claves de la sociedad civil 
que aspiran a liderar el proceso de 
transformación social (Evans, 1995). En 
este sentido, el régimen político es el 
vínculo de unión entre el Estado y el 
modelo de desarrollo económico, y per· 
mite desplegar este último como un pro­
yecto de sociedad o impedir u obstacu 
lizar su implementación 



Para elaborar dicha concepción de 
régimen político como principio organi­
zador de la sociedad, es necesario apo­
yarse en el concepto de hegemonía de 
Antonio Gramsci. Desde su perspectiva, 
la clase dirigente ejerce no solo una do­
minación sino también un "liderazgo 
moral e intelectual" en la sociedad 
(1971, p. 57), es decir, se trata de ejer­
cer una dominación no solo por la vía 
de la fuerza sino también del consenso. 
También los aportes de Max Weber 
(1 Y68) contribuyen a estructurar el con­
cepto, aquí propuesto, de régimen polí­
tico, en la medida en que, para dicho 
autor, los procesos de acumulación ca­
pitalista exigen una serie de condicio­
nes culturales que tiene que ver con la 
existencia de una ética de la clase diri­
gente, sin la cual no hay desarrollo po­
sible. Dichos liderazgo y consenso de­
ben ser obtenidos a través de compro­
misos y reformas en las cudles deben ser 
tenidos en cuenta los intereses de dife­
rentes grupos sociales. El cambio de 
modelo económico hace inoperantes 
los viejos acuerdos entre las élites y cla­
ses sociales que sustentaban y hacían 
posible el funcionamiento del anterior 
modelo de industrialización por sustitu­
ción de importaciones, e impone la ne­
cesidad de generar unos nuevos acuer­
dos que expresen la nueva correlación 
de fuerzas sociales. Sin embargo, la po­
sibilidad de lograr nuevos acuerdo•, y al­
canzar dichos consenso y liderazgo se 
ve limitada por dos razones. En primer 
lugar, por la división entre las élites eco­
nómicas debido a la apertura e interna­
cionalización de la economía. Las élites 
se dividen en aquellas que han incorpo­
rado dVdnn~s tl'cnológicos y se han co 
nectddo a los circuitos productivos y fi 
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nancieros mundiales, y aquellas menos 
competitivas que actúan con base en el 
mercado nacional. Mientras las prime­
ras abogan en favor del libre comercio y 
la internacionalización de la economía, 
las segundas abogan en favor del pro­
teccionismo o la apertura gradual. En 
segundo lugar, por la exclusión de sec­
tores sociales subordinados debido, en­
tre otras razones, a la reducción del gas­
to público de carácter social y de subsi­
dios estatales y a la generación de de­
sempleo. Ambas dimensiones del pro­
ceso de reestructuración económica li­
mitan las posibilidades de las élites para 
hacer alianzas entre sí y con otros sec­
tores sociales, a fin de construir demo­
cráticamente unas nuevas reglas de jue­
go que regulen las relaciones entre los 
actores sociales y políticos. 

En esta perspectiva, se podría plan­
tear que el nuevo modelo económico 
ha producido una fragmentación en la 
clase dirigente empresarial del país. Tra­
dicionalmente ésta se expresaba <1 tra­
vés de la Asociación Nacional de lndus 
tria les (AN DI) quien representa ha sus 
intereses económicos. Sin embargo, en 
los años noventa la clase empresarial se 
ha dividido entre el sector de los llama­
dos "cuatro grandes" conglomerados 

económicos, cuyos intereses están liga· 
dos a la apertura e internarionalización 
dP la economía, y el sector que rPpn· 
senta la industria nacional, la cual est.i 

siendo afectada por la apertura misrn<~. 

Este hecho podría explicar el distanci.~ 

miento que en los últimos cuatro años, 
se ha producido entre la Andi y el Con­
sejo gremial, por una parte, y los llama­
dos cuatro grandes o "cacaos", p()r la 
otra. 



140 EClJAfJOR DEBAil 

Dicha fragmentación puede susten­
tarse en el estudio de Gabriel Misas so­
bre la industria nacional (1994). Este au­
tor argumenta que las características 
más visibles de la acumulación de capi­
tal en las últimas dos décadas son la for­
mación de grandes grupos económico­
financieros y el crecimiento acelerado 
del ahorro financiero. Estos dos fenóme­
nos muestran que la lógica de la acumu­
lación no ha estado centrada en la ex­
pansión de la producción manufacture­
ra. Es decir, dichos grupos se han dedi­
cado a adquirir la propiedad de las em­
presas existentes y no a generar activos 
reales nuevos. Surge asf un sector em­
presarial con grandes excedentes finan­
cieros, situado en posición de control 
respecto de un gran número de empre­
sas nacionales y que se favorece de una 
política de apertura de la economía y de 
privatización de funciones estatales, so­
bre todo en lo que tiene que ver con las 
telecomunicaciones, la generación de 
electricidad y la exploración y refina­
ción de petróleo. 

Respecto del sector industrial que 
actúa con base en el mercado nacional, 
se podría pensar que éste ha perdido 
poder en relación con la orientación de 
la política macroeconómica. Un estudio 
de Luis Jorge Garay (1998) muestra que 
la productividad de la economía colom­
biana ha caído drásticamente y que pre­
senta, en términos comparativos, un 
atraso tecnológico de 20 a1iu~, lluc é~ta 
se ha concentrado en el mercado inter­
no y no está en condiciones ni ha apro­
vechado las oportunidades que le ha 
brindado la apertura para insertarse en 
el mercado mundial. Este hecho estaría 
indicando que a pesar del. supuesta­
mente prudente y sesudo manejo de la 

economía por parte de la élite tecnocrá­
tica, no ha habido un acuerdo ni clari­
dad para orientar el desarrollo producti­
vo del país. 

la apertura económica también ha 
afectado al sector agrario, tanto al que 
produce para el consumo interno como 
para el externo. El caso más dramático 
es el del sector cafetero, el cual pasó de 
representar el 80% de las exportaciones 
del país en la década de los cincuenta, 
a representar en 18% en la de los no­
venta (Misas, 1994). Por lo tanto, la 
drástica reducción de la participación 
del sector agrícola en la generación de 
divisas ha significado, también, una pér­
dida considerable de poder en la orien­
tación de la política macroeconómica y, 
a su vez, esta situación puede estar afec­
tando su capacidad de influencia políti­
ca y movilización social. 

La Contradicción de las dos Reestructu­
raciones: Legitimidad versus Eficiencia 

Así, pues, uno de los objetivos de la 
reestructuración neoliberal del Estado 
fue la reducción de su tamaño, mientras 
que el objetivo perseguido por la rees­
tructuración política fue su fortaleci­
miento. la interacción de ambos proce­
sos produjo un resultado interesante: el 
gasto público total como proporción del 
PIB paso de representar el 25.5°/., en el 
período 1980-1994 al 30.2% en el pe­
ríodo 1990-1994_ (Departamento Na 
cional de Planeación, 1994). La explica­
ción de dicho fenómeno, es decir, el he­
cho de que el gobierno de Gaviria, uno 
de los gobiernos más neoliberales que 
ha tenido el país, hubiera sido incapaz 
de reducir el gasto público, radica en la 
contradicción entre la legitimidad poli 



tica y la eficiencia económica. En efec­
to, legitimidad y eficiencia son los facto­
res más importantes de la actividad es­
tatal (Offe, 1993, p. 134) y determinan 
la capacidad del Estado para integrar la 
sociedad y distribuir sus recursos. Dicha 
contradicción radica en el hecho de que 
el Estado tiene que tratar de cumplir si­
multáneamente "las condiciones en las 
cuales es posible la acumulación de ca­
pital [• al mismo tiempo! mantener o 
crear 1as condiciones para la armonía 
social." (CYConnor, 1973, p. 6) 

Para el caso colombiano, la contra­
dicción entre legitimidad y eficiencia 
resulta de la interacción entre los ele­
mentos políticos y económicos de la 
reestructuración del Estado, es decir, de 
un nuevo orden constitucional que re­
clama "más Estado" como condición 
para superar la crisis de legitimidad, y 
un nuevo modelo de desarrollo econó­
mico que requiere "menos Estado" con 
el fin de permitir la libre asignación de 
los recursos sociales por el mercado. 
Mientras la administración de Gaviria, 
privatizaba las empresas estatales y re­
ducía el gasto público, la nueva Consti­
tución incrementaba el número de insti­
tuciones y erigía la equidad y la distri­
bución en piedra angular del nuevo or­
den político y económico. El objetivo 
de reducir el gasto público fue afectado 
por la gran importancia atribuida a la 
política de recuperar para el Estado el 
monopolio legítimo del uso de la fuer­
za: mientras el gasto público en defensa 
y administración de justicia se incre­
mento en más del 50°/c. entre 1 q9o y 
1 qq4. PI gasto social cayó más del 10% 
Pn PI mismo período (C:ontraloría Genp 
ral de la Repúblic.J 1 qq4¡ 
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La contradicción entre legitimidad 
y eficiencia se expresa también en la 
tensión entre política fiscal y política so­
cial, la cual presenta la siguiente diná­
mica: el ajuste neoliberal persigue la efi­
ciencia de Estado para lograr el equili­
brio macroeconómico, especialmente 
para reducir la inflación y el déficit fis­
cal. La búsqueda de estos objetivos im­
plica, entre otras cosas, la disminución 
del gasto público, la introducción de 
una tributación regresiva, y la reducción 
del salario real. Con dichas políticas la 
función distributiva del Estado se ve se­
veramente afectada lo cual, a su vez, 
afecta su capacidad para conciliar los 
intereses de los diferentes actores socia­
les. Esta situación ha engendrado una 
pugna distributiva y una creciente pola­
rización de la sociedad. Esta situación 
es grave si se tiene en cuenta que Co­
lombia ha sido un país que se ha carac­
terizado por tener una alta concentra­
ción del ingreso. Datos recientes mues­
tran que esta tendencia se ha agudizado 
a la par que se ha introducido el mode­
lo económico neoliberal. En efecto, a 
comienzos de los ochenta, considerada 
por los analistas económicos como la 
época en que la equidad presentó su 
"mejor momento", el 20% más rico de 
la población percibía el 49% del ingre­
so nacional, mientras el 20% más pobre 
percibía el 6.6%; en tanto que en 19% 
el 20% más rico de la población recibió 
el 54% de los ingresos, mientras que el 
20% más pobre obtuvo sólo el 6% (Fe­
desarrollo/ Ser, 1997, p. 42). Estas cifras 
nos indican que si el Estado quisiera in­
crementar su legitimidad tendría que 
implementar una sólida política de re 
distribución del ingreso. sin embargo. el 
margen de maniobra no es mucho. Con 
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recursos disminuidos el Estado tiene 
una menor capacidad de respuesta fren­
te a las presiones sociales, lo cual con­
duce a la necesidad de recurrir a la re­
presión o el autoritarismo. 

A Manera de Conclusiones 

Nos propusimos en estas páginas 
caracterizar la situación colombiana ac­
tual como una crisis de integración po­
litica y social. A tin de superar los enfo­
ques unilaterales de dicha crisis, esta­
blecimos una relación entre tres dimen­
siones que consideramos fundamenta­
les: a) las relaciones y las tensiones en­
tre las tendencias de integración y de­
sintegración de la sociedad, b) los ac­
tuales procesos de disolución y crea­
ción de patrones socio-culturales, e) las 
relaciones y tensiones entre la democra­
tización política, social y cultural, y la 
debilidad del Estado y d) el modelo de 
ajuste económico estructural. 

Para propósitos analíticos, defini­
mos la sociedad como una contextura 
interhumana, resultado de la permanen­
te tensión entre cooperación y conflicto. 
Por esta razón, toda sociedad presenta 
una tendencia hacia un cierto grado de 
desintegración, de tal manera que nunca 
es posible considerarla como absoluta­
mente integrada. La crisis dt> integración 
se presenta cuando cambios profundos 
de la sociedad d<Jsarticulan las relacio­
nes que constituyen el patrón societal, 
de tal manera que la coordinación ínter 
sistémica de la sociedad, y la constitu­
ción de intersubjetividad y sentido entre 
los .Ktores, se dificulta o se hace impo 
~ible. A partir del concepto de patrón so 
l ietal pretendimos expresar la mutua de 
terminación dt> la política, la cultura y la 

economía en la generación de la inte­
gración o desintegración social. 

Desde la perspectiva de los cam­
bios en el patrón societal, Colombia ex­
perimentó desde los años 60 del siglo 
XX un proceso acelerado de moderniza­
ción y secularización y que parece no 
haber concluido aún. Ello ha implicado 
la disolución de vínculos tradicionales 
de solidaridad social y el tránsito de una 
moral religiosa a una ética civil que aún 
está por construir. Sin embargo, la au­
sencia de una ética civil que regule las 
relaciones entre ciudadanos se ha tradu­
cido en anomia, violencia e incapaci­
dad para respetar el espacio público y 
reconocer los derechos del otro. A ello 
hay que añadir la baja capacidad del Es­
tado para la integración política; la dé­
bil cultura institucional democrática; las 
profundas tendencias hacia el clientelis­
mo; el gran peso del centralismo estatal 
en el ejercicio de la política; la desafec­
ción, agudización de los problemas de 
representación y despolitización de la 
ciudadanía y la ausencia de proyectos 
alternativos al bipartidismo tradicional 
(liberal - conservador). 

Los procesos de reestructuración 
económica de la última década en Co­
lombia, se han caracterizado por gene­
rar un alto grado de exclusión social. 
Sin embargo, las concepciones mera­
mente políticas y procedimentales de 
democracia que imperan en nuestro 
medio, reducen su concepción y prácti­
ca a aspectos puramente electorales y 
representativos. No obstante, más allá 
de los problemas técnicos que plantea 
la elección de los gobernantes, están los 
problemas que wnstituyen la esencia 
de la polftica: la deliberación colectiva 
y pública sobre la distribución de los re 



cursos, las libertades y las oportunida­
des sociales. Las conn•pciones tradicio­
nales de democracia dejan de lado sus 
dimensiones sociales y económicas pre­
cisamente en el momento en que la 
reestructuración neoliberal ha traslada­
do del Estado al mercado la función de 
distribución de los recursos sociales, li­
mitado las posibilidades del Estado para 
producir un orden social más igualitario 
en soc; .•dades como la colombiana, ca­
racteriLadas por una alta concentración 
de ingreso y de la riqueza. 

Por lo tanto, a pesar de los eviden­
tes avances en materia de democratiza­
ción política, producidos por la Consti­
tución de 1991, lo cierto es que en la 
definición de las orientaciones macroe­
conómicas de la sociedad, ha habido 
una gran exclusión. La adopción del 
modelo neoliberal se hizo a espaldas de 
la sociedad y de sus instancias políticas 
de articulación y agregación de intere­

ses, lo cual demuestra un creciente di­
vorcio entre los mecanismos de genera­
ción de consenso y legitimidad y los 
mecanismos de formación e implemen­
tación de políticas macroeconómicas. 
En consecuencia, al excluir la participa­
ción del ámbito de la política macroe­
conómica que es, precisamente, donde 
se puede fundamentar una sociedad no 
solo democrática sino también justa, se 
abre camino en Colombia un tipo de le­
gitimidad de naturaleza tecnocrática y 
eficientista que está desplazando la legi­
timidad política. 
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